El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
Martha Cecilia Giraldo Cardona Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-004-2013-00421-01
Reina Graciela Jiménez de Quintero Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-005-2016-00281-01

Providencia:                             Sentencia del 30 de octubre de 2015
Radicación Nro.

66001-31-05-005-2016-002811-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Reina Graciela Jiménez de Quintero
Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:



PENSIÓN SOBREVIVIENTE – PÉRDIDA DE LA PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS ANTES Y DESPUÉS  LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 – NIEGA PENSIÓN – CONFIRMA - Señala el artículo 62 de la Ley 90 de 1946 que el derecho a las pensiones de viudez y orfandad empezarán a correr a partir del fallecimiento del asegurado y que dicha prestación cesará con el deceso del beneficiario, sin acrecentar las cuotas de los demás, o cuando la viuda contraiga nuevas nupcias o reciba de otra persona lo necesario para su subsistencia; en todo caso, cuando la viuda contraiga matrimonio recibirá, en sustitución de las pensiones eventuales, una suma global equivalente a tres (3) anualidades de la pensión reconocida.

No obstante lo anterior, al abordar el tema, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencia de 22 de agosto de 2012 radicación 44.782 y en SL-369 de 22 de mayo de 2013 con radicación 46.476 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, manifestó que si bien el artículo 62 de la Ley 90 de 1946 no ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional, no es menos cierto que lo dispuesto en dicha norma se mantuvo con el artículo 2º de la ley 33 de 1973, misma que fue declarada inexequible por medio de la sentencia C-309 de 1996 por considerar que ese tipo de disposiciones atentaban contra la nueva concepción constitucional, sin embargo, hizo absoluta claridad respecto a que los efectos retroactivos de la sentencia solo empezaban a contarse a partir del 7 de julio de 1991, fecha en que empezó a regir la Constitución Política de 1991.

(…)

Sea lo primero advertir, que en esta instancia no se encuentra en discusión i) que el Instituto de Seguros Sociales por medio de la resolución Nº 01738 de 1982 le reconoció pensión de sobrevivientes a la señora R y a sus hijos E y A por el fallecimiento de su cónyuge B, ii) que la demandante contrajo nuevas nupcias el 28 de enero de 1988, motivo por el cual elevó ante el ISS solicitud de indemnización sustitutiva de la pensión concedida, y iii) que el ISS por medio de la resolución Nº 1694 de 1989 le concedió la indemnización por nuevas nupcias y suspendió el pago de la prestación económica; dado que tales situaciones no fueron objeto de recurso por parte de la señora Jiménez de Quintero.

Lo que es materia de estudio por parte de esta Sala de Decisión, es determinar si en el presente caso es posible aplicar los efectos retroactivos de las sentencias C-309 de 1996 y C-568 de 2016 proferidas por la Corte Constitucional frente a las personas que habiéndoseles reconocido la pensión de sobrevivientes en su calidad de cónyuges supérstites, hayan contraído nuevas nupcias antes del 7 de julio de 1991 –fecha en que empezó a regir la Constitución Política de 1991- y para ello es preciso sostener que de acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional y por la Sala de Casación Laboral, no es posible aplicar la excepción de inconstitucionalidad en aquellos casos en que las condiciones señaladas en el artículo 62 de la Ley 90 de 1946 se hayan consolidado en vigencia de la Constitución Política de 1986, pues dicha carta política le confería una especial condición a la unión matrimonial y fue sólo en virtud de la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 que,  por su contradicción con ésta, se declaró la inexequibilidad de la citada norma.

En el anterior orden de ideas y teniendo en cuenta que las nuevas nupcias de la señora Reina Graciela Jiménez de Quintero se presentaron el 28 de enero de 1988, esto es, en vigencia de la anterior Constitución Política, no es posible que la demandante pueda continuar percibiendo la pensión de sobrevivientes que le fue suspendida por parte del ISS a través de la resolución Nº 1694 de 1989 –fl.42 a 11-.

Bajo tales parámetros, a pesar de que la Corte Constitucional en sentencias de tutela ha permitido el restablecimiento del derecho pensional a quienes lo perdieron por contraer nuevas nupcias antes del 7 de julio de 1991,  la verdad es que la Sala concuerda con las razones jurídicas contenidas en la línea jurisprudencial trazada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en este tipo de eventos, motivo por el que se confirmará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, treinta de octubre de 2017, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora REINA GRACIELA JIMENEZ DE QUINTERO contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 3 de mayo de 2017, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00281-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora Reina Graciela Jimenez de Quintero que la justicia laboral inaplique por inconstitucional las expresiones “o cuando la viuda contraiga nuevas nupcias o haga vida marital”, del artículo 2º de la Ley 33 de 1973 y “o cuando contraiga nuevas nupcias o haga vida marital” del artículo 2 de la Ley 12 de 1975 y “por pasar nuevas nupcias o por iniciar nueva vida marital” del artículo 2º de la Ley 26 de 1985 y como consecuencia de ello le sea reconocida la pensión de sobrevivientes causada por el fallecimiento de su cónyuge Bertulfo Quintero Montoya, a partir del 25 de mayo de 1989, los intereses moratorios del artículo 141 de la ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Solicita también que del monto del retroactivo pensional le sea descontado el monto de la indemnización sustitutiva previamente reconocida por el Instituto de Seguros Sociales, hoy Colpensiones.
Fundamenta sus pretensiones en que el ISS por medio de la resolución Nº 01738 de 1982 le reconoció, al igual que a sus dos hijos menores la pensión de sobrevivientes causada con el fallecimiento de su cónyuge Bertulfo Quintero Montoya ocurrida el 26 de julio de 1981, sin embargo, mediante resolución Nº 1694 de 1989 el mencionado instituto le suspendió la prestación económica, por contraer nuevas nupcias con el señor Gilberto Salazar Aguirre el día 28 de enero de 1988 y le reconoció la indemnización sustitutiva.
Refiere que el día 13 de mayo de 2015 presentó solicitud de pensión con el fin de que se le restituyera la prestación; no obstante, Colpensiones, mediante Resolución No GNR 394272 de 4 de diciembre de 2015 negó la solicitud. 
Al contestar la demanda –fls.56 a 62- la Administradora Colombiana de Pensiones se opuso a la totalidad de las pretensiones de la demanda argumentando que el hecho de que la accionante haya contraído nuevas nupcias extinguió su derecho pensional y hace notar que en sentencia C-309 de 1996 se precisó que sólo tenían derecho a reclamar las viudas que con posterioridad al 7 de julio de 1996 estuvieran en esa situación, lo cual no es el caso, pues la señora Reina Graciela Jiménez de Quintero, se casó por segunda ocasión el 7 de julio de 1991; motivos por los cuales propuso las excepciones de mérito de “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del Cobro de intereses moratorios”, “Prescripción” y “Buena fe”. 

En sentencia de 3 de mayo de 2017 la juez de primer grado determinó que la razón por la cual el ISS (hoy Colpensiones) le revocó la pensión de sobrevivientes a la señora Reina Graciela Jiménez de Quintero, fue porque en el año de 1988 contrajo nuevas nupcias, motivo este que resulta totalmente acorde con lo preceptuado en el artículo 62 de la ley 90 de 1946, norma esta que fue declarada inexequible por la Corte Constitucional, sin embargo, los efectos retroactivos de la excepción de inconstitucionalidad solamente son aplicables desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991.
Indicó también que las decisiones de tutela que pretende la parte actora le sean aplicables al presente asunto, no obligan al funcionario judicial, en la medida en que estas tienen efectos interpartes, al paso que resaltó que la decisión adoptada tiene respaldo en la jurisprudencia local y nacional, la cual es pacífica en el tema.
En consideración con lo expuesto, declaró probadas las excepciones formuladas por Colpension y como consecuencia negó el derecho pensional pretendido con la presente demanda.

Inconforme con la decisión adoptada, la señora Reina Graciela Jiménez de Quintero presentó recurso de apelación argumentando que al presente caso se están aplicando normas que son inconstitucionales y se encuentran por fuera del ordenamiento jurídico.

Refirió además que, contrario a lo manifestado por la a quo, la sentencia de constitucionalidad C-568-16 que estudió la ley 90 de 1946, si se refirió, en la parte considerativa, a las personas que hayan contraído nuevas nupcias con anterioridad al 7 de julio de 1991 y, aun cuando no se hizo referencia al respecto en la parte resolutiva, ello no obsta para considerar los argumentos allí expuestos por la Corte Constitucional y establecer que también a ellas debe serles reactivada la pensión, pues de lo contrario se estaría afectando sus derechos fundamentales y generando una discriminación injustificada que no tiene porqué ser soportada por los beneficiarios, más aun cuando el hecho por el que se produjo la pérdida se produjo, en este caso,  a solo 3 años de la vigencia de la actual Constitución.  
Por lo tanto, solicitó la revocatoria de la sentencia y como consecuencia la reactivación de la pensión otorgada con ocasión a la muerte del señor Bertulfo Quintero Montoya.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:
¿Es posible aplicar la excepción de inconstitucionalidad  al artículo 62 de la Ley 90 de 1946 en el presente caso, para reactivar la pensión de sobrevivientes reconocida a la actora y suspendida por haber contraído nuevas nupcias?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. PÉRDIDA DEL DERECHO A LA PENSION DE SOBREVIVIENTES POR PARTE DE LAS CÓNYUGES SUPERSTITES QUE CONTRAEN NUEVAS NUPCIAS ANTES DE LA VIGENCIA DE LA CONSTITUCION DE 1991
Señala el artículo 62 de la Ley 90 de 1946 que el derecho a las pensiones de viudez y orfandad empezarán a correr a partir del fallecimiento del asegurado y que dicha prestación cesará con el deceso del beneficiario, sin acrecentar las cuotas de los demás, o cuando la viuda contraiga nuevas nupcias o reciba de otra persona lo necesario para su subsistencia; en todo caso, cuando la viuda contraiga matrimonio recibirá, en sustitución de las pensiones eventuales, una suma global equivalente a tres (3) anualidades de la pensión reconocida.
No obstante lo anterior, al abordar el tema, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencia de 22 de agosto de 2012 radicación 44.782 y en SL-369 de 22 de mayo de 2013 con radicación 46.476 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, manifestó que si bien el artículo 62 de la Ley 90 de 1946 no ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional, no es menos cierto que lo dispuesto en dicha norma se mantuvo con el artículo 2º de la ley 33 de 1973, misma que fue declarada inexequible por medio de la sentencia C-309 de 1996 por considerar que ese tipo de disposiciones atentaban contra la nueva concepción constitucional, sin embargo, hizo absoluta claridad respecto a que los efectos retroactivos de la sentencia solo empezaban a contarse a partir del 7 de julio de 1991, fecha en que empezó a regir la Constitución Política de 1991.

Para arribar a esta decisión, el órgano de cierre de la especialidad precisó:

“Esa normativa, que se mantuvo con el artículo 2º de la Ley 33 de 1973, y que a la luz de la actual Constitución Política resulta en verdad discriminatoria, no tenía ese carácter cuando la cónyuge sobreviviente contrajo nuevas nupcias, en tanto la Carta Política de 1886 confería un especial contenido a la unión matrimonial. 

“Tal regulación supralegal en vigor por más de un siglo, aparejó unas evidentes consecuencias en el ordenamiento jurídico, que no pueden ser reprochadas hoy bajo un espectro social evidentemente disímil, como se aspira, bajo las garantías y la concepción de un Estado laico, y fue justamente ese aspecto el que abordó el juzgador cuando resolvió el debate, pues los artículos constitucionales que se enlistaron en el cargo vinieron a existir después de estructurado el derecho pensional, se repite, bajo un régimen constitucional diferente, que para ese momento era legítimo y no puede ser desconocido.

Bajo tales parámetros es que la sentencia C-309 de 1996 consideró que esas disposiciones atentaban contra la nueva concepción constitucional, y fue por ello que las apartó, dejando claro el efecto retroactivo únicamente hasta la entrada en vigor de la actual Constitución, pues no podía desligar que antes de su expedición tenían un contenido justificado”.
Ahora, el mismo análisis jurisprudencial cabría en torno a la declaratoria de inexequibilidad del artículo 62 de la Ley 90 de 1946, contenida en la Sentencia C-568 de 2016, pues en esta providencia, la Corte Constitucional, si bien sostuvo que las personas que contrajeron nupcias con posterioridad al 7 de julio de 1991, podían obtener el restablecimiento del derecho pensional perdido en virtud a ésta disposición, respecto de aquéllas que se casaron nuevamente con antelación a dicha data nada dijo.

2. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.

“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.

De otro lado y como quiera que en ocasiones se pretende en los procesos ordinarios laborales que se aplique con carácter obligatorio las decisiones proferidas en la jurisdicción constitucional, en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó:

“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

De hecho, en más reciente providencia, la  SL17021 de 16 de noviembre de 2016 Radicación n.° 48671, Magistrada ponente, CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, la Sala de Casación Laboral expresó sobre el tema que:
“En las condiciones ilustradas, los fallos de la Corte Suprema de Justicia no son inconstitucionales, como lo asegura el recurrente, sino que, por el contrario, tienen un arraigado y fuerte sustento en la misma Constitución. Por ello, no hay razón suficiente para cambiar la jurisprudencia ni para en ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad, inaplicar un precepto que evidentemente desarrolla e interactúa con la Carta Magna. Hacerlo, sí constituiría una afrenta al orden jurídico. Por estas razones, la Corte no acogió la línea jurisprudencial vertida en las sentencias de tutela citadas por el recurrente, pues, en definitiva, existían superiores argumentos para no seguirla y continuar con el precedente propio. De otra parte, no sobra recordar que esos fallos de tutela, en los términos del numeral 2 del artículo 48 de la Ley 270 de 1996 «tienen carácter obligatorio únicamente para las partes» y «su motivación sólo constituye criterio auxiliar para la actividad de los jueces».”
3. EL  CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir, que en esta instancia no se encuentra en discusión i) que el Instituto de Seguros Sociales por medio de la resolución Nº 01738 de 1982 le reconoció pensión de sobrevivientes a la señora Reina Graciela Jiménez de Quintero y a sus hijos Edilberto y Augusto Quintero Jiménez por el fallecimiento de su cónyuge Bertulio Quintero Montoya, ii) que la demandante contrajo nuevas nupcias el 28 de enero de 1988, motivo por el cual elevó ante el ISS solicitud de indemnización sustitutiva de la pensión concedida, y iii) que el ISS por medio de la resolución Nº 1694 de 1989 le concedió la indemnización por nuevas nupcias y suspendió el pago de la prestación económica; dado que tales situaciones no fueron objeto de recurso por parte de la señora Jiménez de Quintero.
Lo que es materia de estudio por parte de esta Sala de Decisión, es determinar si en el presente caso es posible aplicar los efectos retroactivos de las sentencias C-309 de 1996 y C-568 de 2016 proferidas por la Corte Constitucional frente a las personas que habiéndoseles reconocido la pensión de sobrevivientes en su calidad de cónyuges supérstites, hayan contraído nuevas nupcias antes del 7 de julio de 1991 –fecha en que empezó a regir la Constitución Política de 1991- y para ello es preciso sostener que de acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional y por la Sala de Casación Laboral, no es posible aplicar la excepción de inconstitucionalidad en aquellos casos en que las condiciones señaladas en el artículo 62 de la Ley 90 de 1946 se hayan consolidado en vigencia de la Constitución Política de 1986, pues dicha carta política le confería una especial condición a la unión matrimonial y fue sólo en virtud de la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 que,  por su contradicción con ésta, se declaró la inexequibilidad de la citada norma.
En el anterior orden de ideas y teniendo en cuenta que las nuevas nupcias de la señora Reina Graciela Jiménez de Quintero se presentaron el 28 de enero de 1988, esto es, en vigencia de la anterior Constitución Política, no es posible que la demandante pueda continuar percibiendo la pensión de sobrevivientes que le fue suspendida por parte del ISS a través de la resolución Nº 1694 de 1989 –fl.42 a 11-.
Bajo tales parámetros, a pesar de que la Corte Constitucional en sentencias de tutela ha permitido el restablecimiento del derecho pensional a quienes lo perdieron por contraer nuevas nupcias antes del 7 de julio de 1991,  la verdad es que la Sala concuerda con las razones jurídicas contenidas en la línea jurisprudencial trazada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en este tipo de eventos, motivo por el que se confirmará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.
Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida. 

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte recurrente en un 100% y a favor de Colpensiones.
Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
9

